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Panamá. 3 de abril de 2024
Nota C-059-24

Licenciado
Eduardo Leblanc González
Defensor del Pueblo
Ciudad.

Ref.: Aplicación del artículo 15 de la Ley No.34 de 5 de junio dc 2008. sobre
Responsabilidad Social Fiscal, a la Dcfensoria del Pueblo.

Respetado Defensor del Pueblo:

Atendiendo la atribución constitucional consagrada en el numeral 5 del artículo 220, y lo dispuesto
en el numeral 1 del artículo 6 de la Ley No.38 de 3l de julio de 2000, "Que aprueba el Estatulo
Orgrinico de la Procuraduría de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo Ceneral
y dicta disposiciones especiales", se da respuesta al escrilo identificado como DDP.RP-D.A.J.-
Nota No.028-2024 de 20 de marzo de 2024, mediante el cual solicita la ampliación de Ia Consulta
C-041-24 de 4 de marzo de 2024, en el siguiente tenor:

"En alención a nuestra consulta, yuesto Despacho nos remitió la Nota No.C-
11-21 de 1 de marzo de 2021, en la cual nos plasma una serie de criterios
.juridicos de los cuales podemos mencionar el siguiente:

"Esla Procuraduría es del criterio jurídico que las restricciones establecidas
en el artículo l5 de la Ley No.31 de 2008 de Responsabilidad Social Fiscul, y
el urtículo 17 del Decrett¡ Ejecutivo No.52 de 3 de junb de 2019, no son
anlicables q la fensoría del Pueblo. oara el de los recursos

tenientes del Con ervucitin de la Elección

Arendiendo a lafacultad que le otorga el numeral I del artículo 6 de la Ley 38
del 3l de julio de 2000, de servir de asesores jurídicos de la administración
pública, con el propósito de solicílur nos amplíe su opinión con relación a la
linitación contemplada en el artículo I 5 de la Ley No.3l de 5 de junio de 2008,
"de la Responsabilidad Social Fiscal,,, desarollada en el artículo 17 del
Decreto Ejeculivo No.50 de 26 de junio de 2009.,,

Leído y analizado el tema objeto de la presente consulta, debe señalarse que esta Procuraduría
mantiene el criterio jurídico desarrollado en la reierida Consulta C-O4l -24, en el sentido que: Ias
restricciones establecidas en el artículo 15 de la Ley No.34 de 2008 de Responsabilidad Social

de mayo de 2021, suscrito entre el Tribunal Elecloral y Ia Defensoría del
Puehlo, v.Je las parlidus Dresupuc.\tarias ¿xclusivum¿nte asignudus Dura las
Elecciones Generales del 2024 en el artículo 40 de la Ley No.íl8 de 2023, del
Presupueslo General del Eslado, por virtud de ks dispues¡o en kts arlícukts
I 29. I 36 ! 112 de la Constitución Política."
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Fiscal, y el artículo l7 del Decreto Ejecutivo No.52 de 3 dejunio de 2019,
Defensoría del Pueblo, para el caso de los recursos orovenientes del Convenio oara la Observación

suscrito el dia 23 de diciembre de 2023. entre el

El articulo l5 del Código Civil consagra el principio de presunción de legalidad de los actos
administrativos, en concordancia con el artículo 46 de la Ley No.38 de 2000, el cual prot'esa que
"[as órdenes y demás actos en firme del Gobierno Central o de las entidades descentralizadas de
carácter individual, tienen fuerza obligatoria inmcdiata, y serán aplicatlos mientras sus efectos
no sean suspendidos, no se declaren contrarios a la Constitución Política, a la ley o a los
reglamentos generales por los tribunales competentes."'

La aplicación de este principio ha sido determinada por la Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 12 de noviembre de
2008, a saber:

"Dentro del marco explicat¡yo del negocio jurídico que se ventila, huelga
indicar en cuanlo al principio de legalidad de los actos ddministralivos se
refiere, llamado así por la doclrina administrativa, se asume que, todo acto
emanado de quíen ostenta la calidad de.funcionario y dictado en ejercicio de
sus alribuciones, tiene vulidez y eficacia jurídica hasta tanto qutori(lqd
competenle no declare lo conlrario: en consecuencia, es hasta ese momento
que revisle de legalidady obliga los uctos proferidos por autoridad competente
para elkt."

Es decir. en términos generales, mrenlras los ac tos administrativos no sean declarados conlrarios a
la Constitución v la ley oor auloridad comDetente oara ello. ben ser considerados válidos v. por
lanto. su aplicac ión es oblisatoria.

Dicha sentencia fue emitida por la Corte Suprema de Justicia, en el ejercicio de las facultades
constitucionales y legales que le atribuyen el artículo 206 de la Constitución Política de la
República de Panamá y el afículo 97 del Código Judicial, que a la letra disponen:

"Artículo 206. Lu Corle Suprema de Juslicia tendrá, entre sus ulribuciones
conslilucionales y legales, las siguientes:

La jurisdicción contencioso-administrdtiva respecto de los ack¡s,
omisiones, prestación defectuosa o defciente de k¡s semicios públicos,
resoluciones, órdenes o disp<tsiciones que ejecuten, adopten, expidan o
en que incurran en ejercicio de sus.funciones o pretextundo ejercerlas,
los funcionarkts públicos y auk.¡ridades nacionales, provinciales,
municipales y de las entidades públicas autónomas o semiautóru»nas. A
tul fin, lo Corte Saptemt de Justicia con audiencia del procurador de

2

no son aplicables a la

de la Elección General del 5 de mavo de 2024.
Tribunal Electoral y la Defensoría del Pueblo, v de las oartidas presupuestarias exclusivamente
asigradas para las Elecciones Generales del 2024 en el artículo 40 de la Ley No.4l8 de 2023, del
Presupuesto General del Estado, por virtud de lo dispuesto en los artículos 129. 136 v 142 de la
Constitución Política.

. Sustento de la Procuraduria.

I. De la Presunción de Legalidad de los Actos Administrativos.
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lu Administrución, podrá anular los octos acusados de itegalidad;
reslubl¿cer el derec'ho purticulur violudo; es!utuir fiuetas disposiL.k)nes
art reetnplazo de lus impugnudas v pronunciurse prejudiciulmenle
ucercü del senlido ! alcurrce de un aclo administrutivo o de su valot
legal.

(Lo resaltado es nuestro)

'A¡tículo 97. A la Sala Tercera le están atribuidos los procesos que se
originen por eclos, omisiones, prestaciones defecluosas o deficientes de los
servidores públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que ejeculen,
adoplen, expidan o en que incurrun en ejercicio de susfunciones o pretextdndo
ejercerlas, los funcionarios públicos o autoridades nacionales, provinciales,
municipales y de las entidudes públicas aut(inomas o semiuutónomas.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerá en materia administrativu de kt
siguiente;
l. De los decrelos, ó¡denes, resoluciones o caalesquiero aclos, sean

generales o individuales, en maleria administrutivu, que se acusen de
ilegalidad;

(Lo resaltado es nuestro)

Visto lo anterior, debe manifestarse que la presunción de legalidad de los actos administrativos de
carácter general o paficular no es absoluta, al existir pronuncirimientos de la Sala Tercera de Io
Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia en tal sentido, de entre los
cuales, se cita la Sentencia de 30 de diciembre de 201l, que señala:

"Al efecto, la Sala debe manifeslar que en nuestro ordenamiento.¡urírlico rige
el principio de "presunción de legalidad,,de los actos administrativos, según
el cual, éstos se presumen legales o vátidos, de modo que, quíen afrmi su
ilegalidad, debe probarla plenamenre (Cfr. art. t5 del Códigt Civil) Sobre
este conocido principio, el profesor y tratadistoJosé Roberto Dromi nos ilustra
de la siguienle forma:

"La presunción de legalidad no es un medio de prueha; alañe a la carga de la
prueba y fia una regla de inversión de la carga de la prueba. Anle octos
absolulamente nulos, no hace falta acreditar Ia itegitimi¡dd, porque ellos no
lienen presunción de legitimidad.

El principio de presunción de legalidad de los uctos Ltdministrqtivos no
signiJica un valor absolulo, men<¡s aún indiscutible, pues por eso se la califcu
como presunción. La presunción de legitimidad es relaliva y formalmente
aparenle. La presunción de legitimidad de que goza el actu admin¡strativo dc
quefue emitido conforme a derecho, no es absoluta, sino simple, pudientlo ser
desvirluada por el interesado, demoslrando que el acto conirovierte cl c¡rden
jurídico."

(DROMI, José Roberto, Citado por pENAGOS, Gustayo. El acto
odministrativo. Tomo l. Ediciones Libreria del profesional. 5, Edición. Santa
Fe de Bogotá. 1992. pág. 2ó6)."



Cabe destacar que el texto constitucional únicamente expresa las condiciones de independencia o
autonomía de la Universidad de Panamá (articulo 104), el Tribunal Electoral (artículo 142). la
Fiscalía General Electoral (artículo 144) y la Contraloría General de la República (anículo 279),
todas las cuales están regidas, en cuanto a su administración presupuestaria, conforme ordena la
Ley de Presupuesto General del Estado, en debido acato del artículo 268 ibídem, que señala: "Ei
Presupueslo tendrá carácter anual y conterulrá la totalidad de las inversiones, ingresos y agresos
del sactor público, que incluye a los entidades aurónomas, semiautónomas y empresas esratules".
En igual sentido. [a Autoridad del Canal de Panamá (artículo 316) se somete a lo dispuesto en su
propia Ley de Presupuestor, que se instruye en forma separada a Ia Ley del presupuósto General
del Eslado.
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ll. De la Constitución Política.

'Attlculo 275. Cuando en cualquier época del año, el ()rgano Ejecutivo
considere lundadamente que el lotal de los ingresos disponibles es inferi<tr al
totql de los gastos autorizudos en el Presupuesto Gencral del Estado, adoptará
un lrlan de ajusle del gasto, que será aprobado según lo establezca la Ley.

Los djustes a los presupaesfos de kts Órgunos Legislativo y Judicial, clel
Ministerio Público, del Tribunul Electoral, la Delensoría del pueblo y ta
Conlraloría General de Ia República no se in porcentuslmenle superiores,
en cuda unu de estas institucbnes, al ajuste del Piesapuesto Gene¡al del
Estado, y afectarán los rengktnes que estas determinen.,'
(Lo resaltado es nuestro)

En cuanto al artículo 275 de la Carta Magna, de su lectura se desprende que, en caso que el Organo
tible deEjecutivo adopte un plan de contención del gasto2, la Defensoría del Pueblo sí eS SUSCED

fiir a uslcs r S uestaflos , dada su sujeción al Presupuesto General del Estado. No obstante,s

dicha ¡nedida no oodrá ser pronorcionalmente suDerior al Dorcentaie de la contención dcclarada por
cl Ministerio de Economía v Finanzas (Óroano Eiecutivo). Explicado en otra fbrma. si cl plan dc
ajuste declara la contención del gasto público en
del presupuesto general del Estado, la afectació

un determinado monto en balboas o porcentaje
n presupuestaria sulrida por la Del'ensoría del

Pueblo no podrá equivaler a un monto en balboas que exceda el porcentaje general de la contención.

III. De la Consulta C-041-24 de 4 de marzo de 2024.

El criterio emitido respecto de la referida consulta, mismo que se confirma en esta respuesta
aclaratoria, desarrolla diáfanamente los aspectos contenidos en esta nueva petición. En ella se

I Ley No.400 de 28 de septiembre de-2i23,"Que dicto el Presupuesto de lu Auloridad <lelCanul tle panamo, pura lo
vigencia.fiscal del I de ¿¡ctubre de 2023 al 30 de septiembre de 2024". Gaceaoficial No.29878-B de 2g de sepiiembre
de 2023.
r.Cfr. artic-ulo 335 de la Ley No.4l8de 29 de diciembre de 2023, "Que dicta el Presupuesto general del Estado para la
Vigencia fiscal de 2024". Cacera Oficial No.29940-B de 29 de diciJmbre de 2023.

La Carta Magna patria, en sus artículos 129 y I 30 contempla la existencia de Ia Del'ensoría del
Pueblo, haciendo rel'erencia especifica a las funciones de dicha entidad gubemamental, razón por
la cual debe acudirse a la Ley No.7 de 1997 para la identificación de las atribuciones que ostenta
la Def'ensoría del Pueblo.
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indica que "lus Leyes No.1l8 de 2023 y No,336 de 20223, cotespondienres al presuptrcsto Gcneral
del Estado. para lus vigencias ./iscules de 2021 y 2023, respectivamenle, sitúan a la Defensoría
del Pueblo dentro del Gobierno Central" .

En concordancia, el Manual de Clasificaciones Presupuestarias del Gasto Públicoa, en su acápite
ll " Clas(icación Institucional", literal D "Seuor Público,', señala:

"D. Sectot Público.
Lu integración de las áreas definidas, vendrían a constituir lo que se
denomina: Sector Público. En consecuencia, y siguiendo principalmente la
nomenclalura utilizada en las Cuentas Nucionales, éste estaría coqformado de
la siguienle moneru:

M'.¡ar¡i , D.F.a.id[

{

{

]-n.tñ O.*r.rñ¡¡¡-

¿q ! P¡Lh ¡. ,r.*U!

l,- *-..--
J .c-r--- r n ,-" ¡

Para efectos de determinación del Balance Fiscal Consolitlado, se utilizarán
Ios siguienles lérminos para el Sector Publico:

Qobierno General: Está compuesto por el Gobierno Central, la Caja de
Seguro Social y las Agencias Consolidadas.

Gobierno Central: Está conformado por lu Asumblea Nacir¡nul. la Conu"aktría
Generql de la República, los diferentt.t Ministcrios, el ()rguno ,lruliciul, el
M¡nisterio Público, el Tribunul Electoral, el Tribunal de Cuentus, lu Fiscalía
de Cuenlas, la Delensorla del Puebto y elTribunal Adminislrutivo Tributario.

Sector Público No Financiero
Gobierno Central

Poderes y Órganos
Ministerios y Dependencias
O r gani sm o s I nde pe nd i e n te s

A g e n c ia s Co n s o I i tladus
IFARHU
Unive¡sidad de Punamá
Instituto de Mercadeo Agropecuarkt
Ranco de Desurrollo Agropecuario
Banco Hipotecario Panumd

(Lo resaltado es nuestro)

r cfr' articulo.3g de la Ley No.336 de 14 de noviembre de 2022, "Que dicta el presupuesto General del Estado para la
vigencia fiscal de 2023". Gaceta Oficial No.296ó2-4 de l4 de novLmbre de 2022.¡ Cfr' Resolución No.MEF-RES-2018-819 de 29 de marzo de 2018 del Ministerio de Economía y Finanzas.,,p¡r la
711 y yrye-bu 9l Munual de ClasiJicaciones Presupuestarius del Gasto Público, Versión Actuqlí:a(la 201d,,. caceta
Oficial No.28500-A de 09 de abril de 20 t 8.



Nota C-059-24
Página 6

Lo establecido en los instrumentos jurídicos aludidos (Ley No.4l8 de 2023, Ley No.336 de 2022 y
Manual de Clasificaciones Presupuesroriqs del Gasto Público), permite colegir que, para los
efectos del "s¡stema de adminislración presupuestaria y sus relaciones con el de planilicucitin
económicu y con lu contabilidad gubernamental"s , la Defensoría del Pueblo está ubicada como
parte del Gobiemo Central. como " Orsanismo lndependiente" . Esto último. en armonía con el
acápite lv "organismos e Instituciones Independientes" del Manual de organización del sector
Público de la República de Panamá, XIV Edición6.

En lo que respecta al artículo 288 "Acciones de Personal" de la Ley No.418 de 2023i, la opinión
juridica de este Despacho, fue exteriorizada con anterioridad, vía la consulta c-034-21 de 24 de
marzo de 2021, que indica:

"... Ius normas legules citadas atrihuyen al Ministefio de Economíu ¡
Finsnzas funciones relativas al control p¡esupueslatio de loli
nombramientos em¡tidos por las instituciones de la Adminis¡ución públicu: a
la emisión de circulores, instructieos ! otros instrumentos de comunicación,
sobrc coffecta aplicoción de las No¡mas Generales de Administración
Presupueslaria; y, en esle caso específico de la Dirección de presupuestu de
la Nacitin (DIPRENA), le da el cardoer de oÍganismo rector en lo ¡elutivo o
la implementación 1 metodologías del proceso prcsupuestario.

Siendo ello así, y habida cuenla que el arlículo 255 de la Ley de presupuesto
Generul del Estadol [artículo 261 de lu Ley No.JlB de 202JJ. que regula su
ámbi¡o de aplicación, no excluye a la Defensoríu del pueblo de éstc:
concluimos señalando que, las directrices que emita el Ministerio de Economíd
y Finunzas, sobre Ia correcta aplicación de las disposiciones contenirjas en el
articuk¡ 279 [artículo 288 de la Ley No.4l8 de 2023], anles citado; ul igual
que aquelhs innoyuciones, técnicas o metodológicas que para Efecbs de lo
gest in prcsupaestüria de los nombromientos qae reulice la Adminht¡ockjn
Pública, implemenle lo DIPRENA, serán aplicables para lo Defensoría rlel
Pueblo, siempre que con ello no se menoscdbe sa autonomia de conformitlad
con lu Constitución y la ley."
(Lo resaltado es nuestro)

Si bien la consulta C-014-21 fue emitida bajo la vigencia fiscal 2021 del Presupuesto General del
Estado (Ley No.176 de 2020), se mantienen esencialmente en la presente Ley ño.4l g de 2023, las
normas referentes a la obligatoriedad de cumplimiento por parte de"las Instiiuciones tlel Gobicrno
Central, las Instituciones Descenlralizodas, las Empresas públicas y los lntermediurios
Financieros" (artículo 261 , Ley No.4l 8 de 2023), así como la preminencia del Ministerio de
Economía y Finanzas en materia presupuestaria y de administración públicae, bajo cuya base la

5 cÍ¡. Acápite I, literal A, del Manuar de crasificaciones presupuestarias der Gasto púbrico.
6 https://www.mef.gob.pa./wp-content/u ploads/2020/o3lManuaide-organizacion-del-Sector-publico-2017-
Reducir.pdf
7 Ley No 4lE de 29 de diciembre d9 2023, "Que dicla el Presupuesto general del Estado paru la ltigencia Jiscal de
2021" . Caceta Oñcial No.29940-B de 29 de diciembre de 2023.
8 Ley No. | 76 de l3 de noviembre de 2020, "Que dicto el Presupuesto General del Estado para la l/igencia Fiscal de
202 l" . C'ace:a Oficial No.29153-B de l3 de noviembre de 202d.
e Cfr. articulo 2 de la Ley No.97 de 2l de diciembre de 1998," Por lq cual se crea el Ministerio tle Economía), Finan:as
y se dictan otras disposiciones,, . Gaceta Oficial No.2369g de 23 de diciembre de 199g.
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Defbnsoría del Pueblo sólo debe dar conocimiento a dicho ministerio de las acciones de personal
que realice. sin estar sometida a aprobación previa (artículo 288, Ley No.4l 8 de 2023).

Leído y analizado el tema objeto de la presente consulta, debe señalarse que esta Procuraduria
mantienen el criterio jurídico desarrollado en la referida Consulta C-041-24. en el sentido que: las
restricciones establecidas en el artículo 15 de ta Ley No.34 de 2008 de Responsabilidad Social
Fiscal, y el artículo l7 del Decreto Ejecutivo No.52 de 3 dejunio de 2019, no son aplicables a la
Del'ensoría del Pueblo. nara el caso de los recursos Droventen tes del Convenio oara la Observación

suscrito el día 23 de diciembre de 2023. entre el
Tribunal Electoral y la Defensoría det pueblo, y de las rrartidas presupuestarias exclusivamen te
asignadas oara las Elec iones Generales del 2024 en el articulo 40 de la Ley No.418 de 2023. delc
Presupuesto General del Estado, por virtud de lo dispuesto en los artículos I 29 136 v 142 de la

De esta manera se da respuesta a su solicitud, indicándole que la opinión aquí vertida, no constituye
un pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante. en
cuanto a lo consultado.

Constituciirn Política.

Alentamcntc.

t{ rto GonL:a e7, ontcn roo
Procurador de la Adnlinistración

RGM/drc
c-049-24
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de la Elección General del 5 de mavo de 2024.


